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La pesca ilegal, no declarada y no reglamentada (pesca INDNR) es una de las 
mayores amenazas para el océano, la flota pesquera que opera de manera legal, y 
las comunidades costeras en terceros países. Las empresas vinculadas a la pesca ilegal 
no sólo dañan los ecosistemas marinos y distorsionan la competencia poniendo en 
riesgo puestos de trabajo para el sector pesquero, sino que suelen estar involucradas en 
delitos como el blanqueo de capitales o la evasión fiscal. Detener la pesca ilegal y exigir 
responsabilidades a quienes la llevan a cabo es imprescindible. Sin embargo, investigar 
estos casos, llevar a los responsables ante la justicia y confiscar las ganancias ilícitas, 
suele ser extremadamente complejo. 

En este contexto, ser capaz de identificar y sancionar a las empresas que están detrás 
de los buques pesqueros, especialmente cuando operan en aguas internacionales o bajo 
pabellones de terceros países, es un elemento esencial para prevenir la pesca ilegal.

La nueva Ley de Control de la Pesca debe exigir la declaración de la titularidad real de 
los buques pesqueros vinculados a intereses españoles.

El Problema: Falta de información sobre quién controla realmente los buques

La pesca es un sector globalizado. El pescado puede 
capturarse en aguas de un país, desembarcarse en otro, y 
procesarse en un tercero, antes de ser finalmente vendido 
en los mercados, pescaderías y supermercados de nuestro 
país. En este sistema es frecuente el uso de estructuras 
empresariales complejas, sociedades pantalla y banderas 
de conveniencia (registrar embarcaciones en países con 
menor control de sus aguas o en paraísos fiscales). Estas 
estructuras permiten ocultar quién controla realmente 
los buques pesqueros y, por lo tanto, quién se beneficia 
económicamente de sus actividades. 

Cuando no es posible identificar al titular real de una 
embarcación, las sanciones suelen dirigirse a figuras 
operativas como capitanes o armadores, mientras que 
quienes se benefician realmente de las actividades ilegales 
permanecen fuera del alcance de la ley.

Investigaciones recientes indican que al menos el 23% 
de los buques que son propiedad de empresas pesqueras 
de la Unión Europea podrían estar registrados en 
jurisdicciones asociadas a un alto riesgo de pesca ilegal o 
en paraísos fiscales como Senegal, Panamá o Belice.1   
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Sin embargo, con la legislación actual no es posible identificar a dichos buques, investigarlos y sancionarlos en 
caso de infracciones.

Actualmente, la legislación española tampoco exige la identificación y publicación sistemática de la titularidad real de 
los buques pesqueros. Este vacío limita la capacidad de las autoridades para prevenir y sancionar la pesca ilegal.

Además, el actual marco sancionador presenta una limitación importante: aunque las autoridades españolas tienen 
jurisdicción para sancionar a empresas implicadas en pesca INDNR, cuando estas actividades se realizan en buques de 
bandera extranjera y fuera de aguas españolas, el régimen sancionador sólo se activa en casos muy excepcionales. 

La ley debe exigir la recopilación y declaración obligatoria de información sobre los titulares reales de los buques 
pesqueros vinculados a intereses españoles.

La ley debería permitir sancionar a las personas físicas o jurídicas españolas que se benefician de actividades de pesca 
ilegal, independientemente del pabellón del buque o del país en el que esté registrado.

La responsabilidad debe recaer en quienes se benefician de la pesca ilegal, no solo en quienes operan los buques.

Esto es especialmente relevante en el caso de embarcaciones que enarbolan pabellones de terceros países pero 
que están vinculados a empresas españolas, donde la existencia de estructuras empresariales complejas puede 
dificultar la identificación de los responsables en caso de infracciones.

Identificar quién controla realmente los buques y las redes de buques vinculados

Esto permitiría:

Analizar patrones de reincidencia y conocer quién se beneficia de las actividades pesqueras

Mejorar la capacidad de las autoridades para investigar infracciones

Prevenir el uso de estructuras opacas para ocultar actividades ilegales

La nueva Ley puede reforzar tanto la transparencia sobre la propiedad efectiva de las embarcaciones pesqueras 
como el régimen sancionador a través de las siguientes medidas:

Recopilar información sobre la titularidad real de los buques pesqueros, 
incluyendo datos como nombre, documento de identidad, domicilio, 
nacionalidad y descripción de la cadena de propiedad.

Exigir a los ciudadanos y a las empresas que declaren cualquier 
interés legal, efectivo o financiero en embarcaciones de pesca que 
enarbolan el pabellón de un tercer país.

Reforzar las competencias de la administración española para 
investigar de forma proactiva los vínculos de propiedad entre 
empresas españolas y buques con pabellón extranjero.

Sancionar a los titulares reales que se beneficien de actividades de 
pesca INDNR, independientemente del pabellón del buque.

Incorporar obligaciones claras de declaración y control de la titularidad real de los buques

Responsabilidad efectiva de los beneficiarios de la pesca ilegal
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Recomendaciones legislativas

El contenido de este documento es responsabilidad exclusiva de 
OCEANA y las opiniones que se expresan en el mismo no reflejan 
necesariamente la posición oficial de la Comisión Europea o CINEA. 
La Comisión Europea o CINEA no es responsable del uso que se 
pueda hacer de la información contenida en este documento.
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La Solución: Transparencia y responsabilidad sobre la titularidad real del buque


